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PUNTOS DE SUSCRICIÓN.

En Za r a g o z a , en la Administración del Bo ­
l e t ín , sita en la Imprenta de la Casa-Hospicio 
de Misericordia.

Las suscriciones de fuera podrán hacerse re­
mitiendo su importe en libranza del Tesoro ó 
letra de fácil cobro.

La correspondencia so remitirá franqueada 
al Regente de dicha Imprenta.

PRECIO DE SUSCRICION.

TREINTA PESETAS AL ASO
Los edictos y anuncios obligados al pago de 

inserción, á 25 céntimos de peseta por línea.
Las reclamaciones do números se harán den­

tro de los cuatro días inmediatos A la fecha de 
los que so reclamen; pasados éstos, la Adminis­
tración sólo dará los números, previo el pago, 
al precio de venta.

Números sueltos, 25 céntimos de peseta ca­
da uno.

BOLETIN OFICIAL
DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

ESTE PERIÓDICO SE PUBLICA TODOS LOS DÍAS, EXCEPTO LOS LUNES.

Las leyesobligan en la Península, islas adyacentes, Canarias y terri­
torios do Africa sujetos á la legislación peninsular, á los veinte dias do 
su promulgación, si en ollas no so dispusiese otra cosa. (Código civil.)

Las disposiciones del Gobierno son obligatorias para la capital do 
Srovincia desde que so publican oficialmente en ella, y desdo cuatro 
ías después para los demás pueblos do la misma provincia. (Loy de 3 

de Noviembre de 1831.)

Inmediatamente que los señores Alcaldes y Secretarios reciban este 
Bo l e t ín , dispondrán que se fije un ejemplar on el sitio de costumbre^ 
donde permanecerá hasta el recibo del siguiente.

Los tires. Secretarios cuidarán bajo su más estrecha responsabili­
dad do conservar los números déoste Bo l e t ín , coleccionados orde­
nadamente para su encuadernación, que deberá verificarse al final de 
cada semestre.

PARTE OFICIAL.
—^>>e4<>o----

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.
SS. MM. el Rey y la Reina Regente 

(Q. D. G.) y Augusta Real Familia conti­
núan sin novedad en su importante salud.

(Gaceta 25 Septiembre 1890.)

’ SECCIÓN PRIMERA.

MinsmiOJ)í HACITOA.
JE Y.

DON ALFONSO XIII, por la gracia de Dios y 
la Constitución. Rey de España, y en su nombre y 
durante su menor edad, la Reina Regente del Reino.

A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nós sancio­
nado lo siguiente:

«Artículo l.° Se conceden créditos para los gas­
tos del Estado durante el año económico de 1890 91 
hasta la suma de 811.413.416 pesetas 32 céntimos, 
distribuidas en la {'orina que expresa el adjunto es­
tado letra A.

Los ingresos para el mismo ano económico se cal­
culan en 805.551.387 pesetas, cuyo pormenor deta- 
lia el adjunto estado letra B.

Art 2.° Se considerarán comprendidos en el es­
tado letra A los créditos necesarios para satisfacer ' 

las obligaciones que se reconozcan y liquiden duran­
te el ejercicio del presupuesto por los conceptos si­
guientes:

A. Intereses que han de abonarse én equivalen­
cia de la venta de los bienes enajenados á que se re­
fieren los artículos 17 y 18 de la ley de 11 de Ju­
lio de 1856.

B. Intereses devengados desde 1.® de Enero de 
1859 por las inscripciones que se emitan, si se 
hubiese extinguido el crédito de cada ejercicio que 
resultare pendiente de pago en las respectivas cuen­
tas definitivas.

(7 . Intereses de inscripciones intransferibles de 
Deuda perpetua interior, expedidas á favor del Cle­
ro por la permutación de sus bienes, en virtud del 
convenio celebrado con la Santa Sede en 25 de 
Agosto de 1859.

El importe de los pagos que se hagan con impu­
tación á este concepto será baja en el presupuesto de 
obligaciones eclesiásticas,

D. Amortización de los créditos pendientes de 
pago en deudas del 4 por 100 amcrtizable. Capital 
é intereses de estos créditos.

E. Amortización de primeros décimos del em­
préstito de 175 millones de pesetas.

F. Indemnización de derechos de Aduanas por 
material de obras públicas.

G. Devolución de ingresos de ejercicios cerra­
dos por anulación de ventas y redención de censos, 
abono de intereses, indemnizaciones, exceso ó du­
plicación de pagos.

H. Adquisición, construcción y reparación de 
edificios para el servicio del Estado, confcrm • á la 
ley de 21 de Diciembre de 1876.
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I. Los necesarios para el pago de los derechos 
que se reconozcan á las Clases pasivas.

En los próximos presupuestos se presentará á las 
Cortes relación detallada de todas las declaraciones 
de derechos pasivos ocurridas en cada articulo du­
rante el ejercicio, expresando en ella el importe del 
derecho y la razón ó título en virtud del cual se 
haya hecho la declaración.

Art. 3.° De los créditos comprendidos en el es­
tado letra Á, se considerarán ampliados hasta una 
suma igual al importe de las obligaciones que se 
reconozcan y liquiden, los que á continuación se 
expresan:

l .° En la Sección 3.*, «Obligaciones generales 
del Estado», el del cap. 11, «Para atender al que­
branto que produzca la situación de fondos en el ex­
tranjero con destino al pago de la Deuda exterior», 
y los del cap. 13, artículos 1.° y 2.°, «Entreteni­
miento de la Deuda flotante del Tesoro, é intereses 
por depósitos para fianzas de servicios y cargos pú­
blicos y del 80 por 100 de Propios».

2 ° En la Sección 7.*, «Obligaciones de los De­
partamentos ministeriales, Ministerio de Fomento», 
art. 3.° del cap. 14, «Material de montes», concepto 
«Repoblación, Fomento y mejora de los montes pú­
blicos», en una cantidad igual á la diferencia entre 
el crédito de 20.000 pesetas y el importe de lo que 
se rvcaude por el impuesto del 10 por 100 sobre el 
aprovechamiento de los mismos montes creado por 
la ley de 11 de Julio de 1877.

3 .° En la Sección 8.a, «Ministerio de Hacienda», 
los del cap. 8.°, «Gastos de movimiento de fondos», 
art. l.°, «Giros y remesas del Tesoro», y art. 2.°, 
«Diferencia de cambio y comisiones en los pagos 
que ejecute el Tesoro en el extranjero por cuenta de 
los diferentes Ministerios».

Art. 4.° Se entenderán autorizados en capítulos 
y artículos adicionales de las mismas Secciones 8.a 
y 9.a los créditos que exijan los gastos de adminis­
tración y explotación de las salinas de Torrevieja 
hasta que se enajenen, dentro de los límites fijados 
á dichos servicios por el Real decreto de 24 de Julio 
de 1889.

Art. 5.® Queda subsistente la reforma introdu­
cida en la legislación de consumos por la de presu ­
puestos de 7 de Julio de 1888; pero se establece, 
como máximum de tributación que haya resultado 
y resultase de la aplicación á Canarias de la regla 
3.a del art. 10 de dicha ley, el 50 por 100 de au­
mento sobre los cupos que, con arreglo á la legis­
lación reformada, hubieren venido satisfaciendo las 
poblaciones de dicha provincia.

Si por cuenta de la Hacienda fuera preciso ad­
ministrar el impuesto de consumos en algunas po­
blaciones, se entenderán autorizados en capítulos | 
adicionales de las Secciones 8." y 9.a los créditos - 
necesarios para satisfacer los gastos de personal y 
material de las Administraciones, Fielatos y Res­
guardos.

Art. 6.° El producto de la venta de edificios, te­
rrenos y material inútil para el servicio del Estado, 
cualquiera que sea su procedencia y objeto á que 
por la ley esté destinado, ingresará en el Tesoro 
público como recurso del presupuesto.

En lo sucesivo se consignarán en el presupuesto j 
de cada año los créditos que se consideren necesa- I 

rios para atender á las obligaciones que en la actua­
lidad se cubren con el producto de dichos bienes y 
material inútil, teniendo en cuenta el ingreso obte­
nido en el anterior por las ventas realizadas.

El Ministro de Hacienda determinará la forma y 
condiciones en qñe hayan de enajenarse dichos edi­
ficios, terrenos y material inútil," sirviendo de tipo 
para la primera subasta el valor que se les asigne 
en los inventarios, que formarán los respectivos Mi­
nisterios y remitirán al de Hacienda en el plazo má­
ximo de cuatro meses.

El Gobierno formará un inventario general, que 
presentará al Congreso de los Diputados dentro 
precisamente del primer mes de reunión de Cor­
tes siguientes á la terminación del ejercicio del pre­
supuesto de 1890-91, acompasado de una Memo­
ria explicativa de los resultados obtenidos en la ven­
ta de los edificios, terrenos y material inútil.,

Art. 7." Las Sociedades y Compañías de segu­
ros sobre la vida, nacionales ó extranjeras, cual­
quiera que sea su organización, denominación y fin 
social, satisfarán el 12'50 por 100 de las utilidades 
que obtengan, en la forma que determina el epígra­
fe núm. 4. de la tarifa segunda, adjunta al regla­
mento vigente de la contribución industrial.

Art 8." Todos los alumnos que en adelante se 
matriculen en los establecimientos de enseñanza de­
pendientes del Ministerio de Fomento, satisfarán 
iguales derechos de matrícula y académicos, según 
su clase, que los actualmente exigidos á los alumnos 
de Facultades y de Institutos por los Reales decre­
tos de 6 ele Julio y 10 de Agosto de 1877 é Instruc­
ción de 15 de Agosto del mismo ano.

Sólo se exceptúan de esta disposición los alumnos 
de las Escuelas públicas de primera enseñanza y los 
de las Escuelas de Artes y Oficios.

Art. 9.® Los créditos de personal de los diferen­
tes departamentos se entenderán ampliados al solo 
efecto de satisfacer los haberes correspondientes á 
los Diputados y Senadores en situación de exceden­
tes, cuando hubieren sido declarados con derecho á 
ellos, según la legislación especial de la carrera á 
que pertenezcan.

Art. 10. Se autoriza al Gobierno para reorga­
nizar las Administraciones subalternas de Hacien­
da, creadas por la ley de 11 de Mayo de 1888, con 
arreglo á las siguientes bases:

Base 1.a Se procederá á una nueva división de 
distritos administrativos, reduciendo el número de 
éstos en una cuarta parte por lo menos, para cuya 
división se tendrá presente su extensión superficial, 
población, riqueza, importancia de la localidad en 
que haya de establecerse la cabeza de distrito, y los 
mejores medios de comunicación entre ésta con los 
pueblos del mismo y con la capital de la provincia.

Base 2.a Las Administraciones subalternas de 
Hacienda que por consecuencia de la reorganización 
hayan de quedar subsistentes, se dividirán eu cinco 
clases, atendida su importancia; fijándose dentro de 
los créditos legislativos la planta del personal que 
se destine á cada una y los gastos para material de 
oficinas, conducción de caudales y formación de re­
partimientos.

Los sueldos que se asignarán á los Administra­
dores serán de 4 000, 3.000, 2.500 y 2.000 pesetas 
respectivamente; y los de los Interventores de3.000,
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~.500, 2 000 y 1.500 pesetas, pudiendo ser varia­
ble, según su importancia, el sueldo de los Admi­
nistradores de quinta clase, á cuya categoría co­
rresponderán únicamente las subalternas de las Pro­
vincias Vascongadas y Navarra.

Base 3.a Los Administradores é Interventores 
de las Administraciones subalternas no podrán ejer­
cer sus cargos en ninguna de las correspondientes 
á las provincias de su naturaleza, ni en las que ha­
yan adquirido vecindad dos anos antes de su nom- 
bramieuto, posean bienes raíces ó ejerzan alguna 
industria, comercio ó granjeria.

La provisión de los destinos de dichas Adminis­
traciones se sujetará en lo demás á lo dispuesto en 
la ley de 11 de Mayo de 1888.

Base 4.a Los deberes y atribuciones de las Ad­
ministraciones subalternas que sustituyan á las ac­
tuales, serán:

1 .° La formación de la estadística y repartimien­
to de la contribución de inmuebles, cultivo y gana­
dería; la de la matrícula de la industrial y de co­
mercio, y del padrón de cédulas personales de la ca­
pital del distrito administrativo, y la recaudación 
de este impuesto en dicha capital.

2 0 La recaudación del impuesto de derechos rea­
les y transmisión de bienes correspondiente á las 
liquidaciones que se practiquen por el liquidador 
del partido en que esté situada la subalterna.

3 .° La administración de las propiedades del 
Estado y la recaudación de sus rentas en todo el 
distrito administrativo.

4 .° Proponer al Delegado de Hacienda en la 
provincia la prática de las investigaciones que esti­
me convenientes para el descubrimiento de las de­
fraudaciones y detentaciones al Tesoro público, y 
adoptar, dentro de las disposiciones legales, cuantos 
medios puedan coadyuvar á la defensa y aumento 
de los valores que constituyan el haber del Tesoro 
público.

5 .° Ejercer autoridad sobre los Ingenieros in­
dustriales é Inspectores de partido mientras presten 
servicios en el distrito administrativo, y vigilar los 
actos de los mismos en el desempeño de sus fun­
ciones.

6 ." Administrar la contribución de consumos 
cuando este servicio se halle á cargo de la Hacien­
da y ejercer las funciones que les encomienda la 
disposición 14." del art. 10 de la ley de 7 de Julio 
de 1888.

7 ." Custodiar los efectos timbrados que se des­
tinen al consumo del distrito, y cuidar del surtido 
de las expendedurías.

8 .° Expender los billetes de la Lotería nacional, 
siempre que el Gobierno estime conveniente con­
fiarles este servicio, y

9 .° Desempeñar el servicio de Giro mutuo del 
Tesoro y los demás que por el Gobierno se les en­
comienden.

Las Administraciones de las Provincias Vascon­
gadas y Navarra sólo tendrán á su cargo la custo­
dia y surtido de efectos timbrados y el servicio de 
Giro mutuo del Tesoro, sin perjuicio de las demás 
que estime el Gobierno confiarles.

Art. 11. El Ministro de la Gobernación rectifi­
cará la existencia y clasificación de las Direcciones 
de Sanidad marítima, tomando por base el movi- 

| miento en los puertos de buques procedentes del ex- 
| tranjero, teniendo en cuenta la situación geográfica 
1 de Jos pueblos.

Art. 12. Se autoriza al Ministro de Hacienda 
para que pueda ampliar por el término de un año, 
en los casos que estime oportuno, y teniendo en 
cuenta los intereses generales del Tesoro, el plazo 
señalado por el art. 4.° de la ley de 12 de Mayo de 
1888 á los recaudadores de las contribuciones terri­
torial é industrial que, procedentes del Banco de 
España, deben otorgar sus fianzas definitivas al 
Estado por los cargos que en la actualidad desem­
peñan.

Art. 13. Se aprueban los Aranceles consulares 
puestos en vigor provisionalmente por Real decreto 
de 22 de Julio de 1889, y se autoriza al Gobierno 
para introducir en ellos las modificaciones que la 
práctica aconseje.

Art. 14. Queda autorizado el Gobierno para 
suspender los efectos de la ley de 14 de Marzo de 
1883, en lo referente á la carrera de intérpretes.

Los Aspirantes de la carrera diplomática que fue­
ron declarados agregados por el art. 17 de la ley de 
Presupuestos de 1887 á 88, deberán acreditar, an­
tes de pasar á terceros Secretarios, que han venido 
desde entonces prestando servicios al Estado sin 
interrupción y sin nota desfavorable.

Al fijar la antigüedad de los Agregados en ge­
neral para ascensos, clasificaciones y cualesquiera 
otros efectos legales, se computará sólo el tiempo 
de sus servicios efectivos, y, por consiguiente, se 
descontará el de licencias, cesantías y faltas proba­
das de asistencia.

Aft. 15. Queda en suspenso, hasta que las ne­
cesidades del servicio lo exijan, el precepto consig­
nado en el párrafo segundo del art. 2.° de la ley de 
Presupuestos de 7 de Julio de 1888, en cuanto á la 
obligación impuesta al Gobierno de presentar opor­
tunamente un proyecto de ley arbitrando recursos 
para los dos últimos años de los cuatro en que debe 
realizarse la suma de 171 millones de pesetas con 
destino á nuevas construcciones de buques, fomento 
de.Arsenales y obras de defensas submarinas.

El Gobierno podrá invertir en el año económico 
de 1890-91 y en los sucesivos, hasta su completa 
extinción, la parte de los 84 millones que resulte 
sin realizar á la terminación del año precedente, y 
fijará los plazos en que haya de tener lugar el rein­
tegro del préstamo exigible de la Sociedad arren­
dataria del monopolio d.el tabaco, dentro precisa­
mente de los anos que restan de arriendo.

Art. 16. Queda derogado el núm. l.° de la base 
10.del art. l.° de la ley de 12 de Mayo de 1888.

En su virtud, los agentes ejecutivos percibirán 
únicamente en lo sucesivo:

l .° Los recargos por apremios de primero, se­
gundo y tercer grado que se impongan á las sumas 
de contribuciones de inmuebles, cultivo y ganade­
ría, é industrial y de comercio, que realicen.

2 .° Las dietas ó remuneraciones que, con res­
pecto á los débitos que no procedan de aquellas 
contribuciones, determinen los reglamentos ó dis­
posiciones vigentes.

Art. 17. Se autoriza al Gobierno para conver­
tir, de acuerdo con los concesionarios, las subven­
ciones reconocidas á las Compañías de ferrocarriles
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en anualidades fijas que representen el interés y la 
amortización del capital con que el Estado contri­
buye á la construcción de las líneas. El interés que 
se satisfaga no podrá exceder del 6 por 100. Las 
anualidades que se concedan podrán ser garantía de 
emisión de obligaciones para las Compañías intere­
sadas.

Las bajas que en el presupuesto de gastos del Mi­
nisterio de Fomento produzca esta forma de pago, se 
destinarán, hasta la cantidad de un millón de pese­
tas, al desarrollo de los intereses agrícolas en la 
forma expresada en el cap. 14 del actual presupues­
to, y las cantidades restantes á la ejecución de aque­
llas obras públicas que faciliten y abaraten el trans­
porte de los productos agrícolas é industriales.

De las cantidades consignadas en el expresado ca­
pítulo 14 para repoblación de ¡as cabeceras de los 
ríos y regularizaciÓn del curso de las aguas, y en 
su caso de las bajas á que se refiere el párrafo ante­
rior, se destinarán, cuando menos, 500.000 pesetas 
á las obras del Segura, é igual cantidad á las del 
Júcar.

Art. 18. Se autoriza á los Ministros de la Gue­
rra y de Fomento para organizar el servicio de la 
cría caballar, en armonía con las necesidades gene­
rales del país, atendiendo á los importantes fines 
del Ejército, y para establecer el sistema de conser­
vación y distribución de los depósitos de sementales; 
entendiéndose que de los créditos consignados en la 
Sección 4.a, cap. 10, se transferirá al Ministerio de 
Fomento la parte que aconseje la organización que 
se dé á este servicio.

Art. 19. En lo sucesivo no podrán concederse 
créditos con carácter de permanencia.

Los remanentes de los concedidos por leyes es­
peciales se considerarán incorporados á los presu­
puestos á que afecten.

Los otorgados por leyes especiales para la extin­
ción de la langosta y de la filoxera se tendrán por 
adicionados al presupuesto de la Sección 7.a, «Ser­
vicio agronómico», pudiendo el Ministro de Fomento 
reorganizar este servicio de modo que queden cum­
plidamente atendidos los fines para que fueron con­
cedidos aquellos créditos.

Se exceptúan de estas disposiciones los créditos 
concedidos y que se concedan para la celebración 
del Centenario del descubrimiento de América, con 
arreglo á lo dispuesto en el Real decreto de ‘28 de 
Febrero de 1888.

Art. 20. Los Ayuntamientos recaudarán direc­
tamente los recargos que, dentro del límite que 
determinen las leyes, impongan sobre las cuotas de 
las contribuciones de inmuebles, cultivo y ganade­
ría y de la industrial y de comercio. Dichos recar­
gos deberán ser aprobados por la Administración; 
se comprenderán en los repartimientos y matrículas, 
y se realizarán con recibos independientes de los 
que se expidan para hacer efectivas dichas contri­
buciones.

Art. 21. Los Ayuntamientos podrán utilizar, 
durante el ejercicio de este presupuesto, los benefi­
cios señalados en el art. 4.° de la ley de 1.® de 
rlgosto de 1887, que les autorizó para extinguir sus 
débitos atrasados con la Hacienda, bonificándoles 
el 50 por 100 por los correspondientes hasta fin del 
año de 1874-75, y del 25 por 100 por los contraídos

durante los anos 1875-76 á 1884-85 inclusive.
Art. 22. Los interesados que á la fecha de la 

promulgación de esta ley hayan dejado transcu­
rrir el plazo legal para presentar á la liquidación y 
pago del impuesto sobre derechos reales y transmi­
sión de bienes los documentos relativos á actos y 
contratos sujetos al pago de dicho impuesto, ó los 
que no lo hubieren otorgado á su debido tiempo, 
quedarán libres de toda multa, excepto la parte que 
pueda corresponder á los denunciadores en virtud 
de resolución administrativa, y serán relevados del 
pago del 6 por 100 por intereses de demora, siem­
pre que presenten dichos documentos á la liquida­
ción dentro de los tres primeros meses siguientes á 
la promulgación de esta ley y satisfagan el impuesto 
que se liquide en el plazo que fija el reglamento. Este 
beneficio será extensivo á los que, habiendo pre­
sentado los documentos respectivos á la liquidación, 
por haber obtenido prórroga ó por cualquier otro 
motivo no hayan hecho efectiva la cantidad liqui­
dada dentro del expresado plazo reglamentario, si 
lo verifican en los tres meses siguientes á la pro­
mulgación de esta ley. También se otorgará el mis­
mo beneficio á los que tengan pendientes recursos ó 
incoado expediente de condonación. Igual plazo de 
tres meses se concede paja formalizar, sin pago de 
la multa correspondiente al Estado, los libros y do­
cumentos sujetos al impuesto del timbre, pudiendo 
los interesados solicitar, dentro de dicho período, la 
condonación, siempre que acrediten haber satisfe­
cho en papel de pagos al Estado el importe del rein­
tegro y la tercera parte de la multa correspondiente 
á los denunciadores.

La condonación será tota], y comprenderá tam­
bién, por tanto, esta tercera parte de la multa, cuan­
do las faltas notadas ó perseguidas se refieran al 
uso del timbre móvil en las matrices de escrituras 
públicas, siempre que el Estado se halle totalmente 
reintegrado y los interesados no necesiten, pues, 
utilizar el antedicho plazo de tres meses, ni ningu­
no, porque el reintegro esté ya hecho, bien por me- । dio de otros timbres, que en junto representen aquel 
importe, bien por medio de papel de pagos al Esta­
do, siendo esta condonación aplicable aunque sobre 
la falla se haya seguido ó resuelto expediente, con 
tal que la responsabilidad penal no se haya hecho 
definitivamente efectiva.

Art. 23. Las multas que se impongan á los de­
fraudadores de las contribuciones, rentas é impues­
tos no podrán condonarse en la parte correspondien­
te á los inspectores ó denunciadores, sean ó no em­
pleados públicos.

Art. 24. El presupuesto del servicio de Correos 
se redactará en sección especial como lo estaba en 
el presupueto de 1888-89, articulándose además su 
contenido, en especial el del capítulo 8.°, «Gastos 
de Correos», en la forma en que lo estaba en el ca­
pitulo 14 de dicho presupuesto.

El presupuesto de Telégrafos se redactará con la 
misma separación, y los gastos de personal del ar­
tículo 6.° del cap. 3.°, se distribuirán y clasificarán 
de la misma manera que lo fueron los del cap. 13 
del presupuesto de Correos de 1888-89.

Art. 25. El Gobierno suprimirá 20 Audiencias 
de lo criminal. La supresión se ajustará á las bases 
siguientes:
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1." No será suprimida ninguna Audiencia de las 
situadas en capitales de provincia, en población de 
más de 25.000 almas, ni aquellas en cuyo territorio 
haya centros de población que disten más de 14 le­
guas de la capitalidad de la Audiencia á que hubie­
ra de agregarse.

2.11 Las Audiencias de lo criminal que no que­
den suprimidas en cumplimiento de esta ley, conti­
nuarán funcionando en las poblaciones en que ac­
tualmente se hallan establecidas, sin que puedan ser 
trasladadas sus capitalidades mientras una nueva 
ley orgánica del Poder judicial no establezca otra 
división territorial.

Los partidos judiciales pertenecientes á las Au­
diencias suprimidas quedarán agregados á la Au­
diencia ó Audiencias que continúen establecidas en 
la misma provincia, en los términos que aconseje el 
mejor servicio.

3 .a Para señalar las Audiencias que han de que­
dar suprimidas, se tendrá en cuenta:

A. El término medio anual de causas falladas y 
de juicios orales celebradas en cada una de ellas.

B. La extensión superficial.
C. La facilidad de comunicaciones.
D. La importancia de la población en que se 

halle establecida la Audiencia.
E. La densidad de la población.
F. La posibilidad de que los asuntos en que 

hubiese entendido, por término medio anual, la Au­
diencia que haya de suprimirse, sumados á los que 
correspondan á la Audiencia á que se agregue, pue­
dan ser despachados por esta última sin aumento de 
personal.

G. En igualdad de condiciones se atenderá á la 
importancia de los gastos que haya ocasionado á los 
Municipios la instalación de la Audiencia.

4 .a Para estudiar y proponer los términos en 
que se ha de realizar la reducción de las Audiencias, 
se crea una Junta, bajo la presidencia del Ministro 
de Gracia y Justicia, compuesta de tres Senadores 
y tres Diputados á Cortes, designados por los Pre­
sidentes de las respectivas Cámaras, del Presidente 
del Tribunal Supremo, del Fiscal y de un Presiden­
te de Sala del mismo Tribunal, y de un Vocal de la 
Comisión general de codificación, designados estos 
dos últimos por el Gobierno.

Actuará corno Secretario el Oficial del Ministerio 
de Gracia y Justicia que al efecto designe el Minis­
tro del ramo.

5 .a Constituida dicha Junta, y previos los antece­
dentes que estime oportunos, redactará una Memo­
ria en que proponga al Gobierno:

A Las Audiencias de lo criminal que deberán 
quedar suprimidas, expresando detalladamente las 
razones que respecto de cada una así lo aconsejen.

B. Las modificaciones que proceda introducir en 
las demás Audiencias por virtud del aumento del te­
rritorio y población que haya de corresponderles.

C. Cuanto á su juicio pueda conducir á facilitar 
y hacer menos sensible el tránsito del estado actual 
al que ha de crearse para las comarcas y localida­
des donde existan Audiencias que han de quedar su­
primidas, teniendo en cuenta muy especialmente lo 
que respecto á constitución accidental de Tribunales 
previenen el articulo 9." de la ley adicional á la or­
gánica del Poder judicial y el 42 de la del Jurado; 

sin perjuicio, por supuesto, de la plena libertad en 
que quedan los Municipios para destinar en todo caso 
al uso que estimen conveniente, si fueren de su pro­
piedad, los edificios en que se hallan instaladas las 
Audiencias suprimidas.

La expresada Memoria quedará presentada al Go­
bierno dentro de los sesenta días siguientes al de la 
constitución de la Junta.

6 .a Los pueblos interesados en la continuación 
de alguna de las actuales Audiencias de lo criminal 
podrán elevar al Ministerio de Gracia y Justicia, en 
el plazo que señale, los documentos y observacio­
nes que crean pertinentes acerca de la convenien­
cia de conservar los expresados Tribunales donde 
se hallen establecidos, á fin de que los tenga en 
cuenta la Junta para el exacto cumplimiento de su 
cometido.

Transcurrido el plazo señalado en esta base, que­
darán sin curso las instancias y documentos relati­
vos á este asunto que se remitan sin haber sido 
previamente reclamados por la Junta.

7 .a Los trabajos de la Junta serán completa­
mente reservados, quedando, por lo tanto, prohibi­
do facilitar datos y antecedentes á persona ni Cor­
poración alguna.

Hecha por el Gobierno la reducción de Audien­
cias, se publicará en la Gacela la Memoria á que se 
refiere la base 5/

8 .a La supresión de las Audiencias se hará gra­
dualmente y conforme vayan ocurriendo vacantes 
de Presidentes, Fiscales, Magistrados, Tenientes y 
Abogados fiscales y Secretarios de las Audiencias 
que hayan de suprimirse. Al efecto, en cuanto ocu­
rran las vacantes expresadas, el Gobierno procederá 
á suprimir la Audiencia que corresponda en turno.

9 .a Para los efectos de la supresión de Audien­
cias, los Magistrados y Jueces podrán ser traslada­
dos sin sujeción á las prescripciones del Real decreto 
de 24 de Septiembre último. El Ministro de Gracia 
y Justicia podrá reducir el plazo posesorio á los 
trasladados ó ascendidos.

10 . En las clases de Oficiales de Sala y Subal­
ternos de Audiencias de lo criminal, quedaran ex­
cedentes los funcionarios que sirvan en las Audien­
cias suprimidas, y las vacantes que en adelante 
ocurran serán provistas directamente por el Minis­
tro de Gracia y Justicia en los excedentes de las mis­
mas clases que lo soliciten, por orden de antigüe­
dad. A falta de éstos, se hará el nombramiento con 
sujeción á las disposiciones vigentes.

11 . Todos los funcionarios, cualquiera quesea 
su categoría en las carreras judicial ó fiscal, que ha­
yan sido declarados excedentes por supresión de las 
plazas que desempeñaban, serán nombrados para las 
primeras vacantes que ocurran de las que les co­
rrespondan con arreglo á la legislación vigente.

Si por la fecha de la promulgación de esta ley ú 
otras causas fuere imposible realizar antes de l.° de 
Julio próximo las economías introducidas en los ar­
tículos terceros de los capítulos 3.° y 4.°, Sección 
tercera del presupuesto de gastos, se entenderán 
ampliados los créditos correspondientes en la can­
tidad necesaria.

Los Oficiales letrados del Tribunal y Consejo de 
las Ordenes militares que cesen en virtud de la re­
forma de este Tribunal, podrán ser colocados en la
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carrera judicial en cargos de igual categoría á la co­
rrespondiente al sueldo que en la actualidad dis­
frutan.

, Art. 26. Los Secretarios y Vicesecretarios inte­
rinos, cuyas plazas fueron suprimidas por Real de­
creto de 12 de Agosto de 1889, así como los que 
sirven en la actualidad dichos cargos, tendrán de­
recho desde la publicación de esta ley á ser nom­
brados Jueces en el torno segundo de los estableci­
dos en el art. 40 de la ley "adicional á la orgánica 
del Poder judicial, por el orden de antigüedad con 
que resulten posesionados, y serán además preferi­
dos en el tercero del mismo artículo á los que ten­
gan simplemente la condición de Abogados en ejer­
cicio.

Para que los Secretarios y Vicesecretarios interi­
nos disfruten de los beneficios señalados en el párrafo 
anterior, será necesario que se encuentren en cual­
quiera de los casos siguientes:

l .° Que lleven ó en lo sucesivo completen dos 
anos en el desempeño de las Secretarías ó Vicese­
cretarías.

2 .° Que hayan desempeñado ó desempeñen, du­
rante dos anos, cargos de Juez ó Fiscal municipal 
en capital de provincia, ó de Magistrado suplente 
ó Abogado fiscal sustituto de las Audiencias de lo 
criminal.

3 .° Que reunan las condiciones que la ley adi­
cional á la Orgánica exige para el ingreso de Abo-» 
gados en la judicatura, contándose para este efecto 
el tiempo servido en las Secretarías y Vicesecreta­
rias, así como en cualquier otro cargo incompatible 
con el ejercicio de la profesión, como si en realidad 
la hubiesen ejercido.

, Una vez realizada la supresión de las Audien­
cias, prevista en esta ley, quedarán en suspenso los 
derechos que se otorgan á estos funcionarios hasta 
que hayan tenido colocación todos los Secretarios 
que, desempeñando sus cargos en propiedad, resul­
ten excedentes por virtud de dicha supresión.

Para el más exacto cumplimiento de lo prescrito 
en este articulo, se publicará en la Gaceta un esca­
lafón de Secretarios y Vicesecretarios, sin más pre­
ferencia que la antigüedad en sus posesiones, que 
hubiesen servido ó sirvan sus cargos interinamente, 
y estén incluidos en cualquiera de los tres casos se­
ñalados en este artículo, pudiendo los interesados 
justificar aquellas condiciones en el plazo de quince 
días desde la publicación de esta ley, lo cual no 
obstará para qne inmediatamente, y antes de que 
se publique el escalafón, se hagan efectivos estos 
derechos.

, A los que no estén comprendidos en ninguno de 
dichos casos, se les reservará el derecho para cuan­
do justifiquen estarlo, sin perjuicio de dar entre tan­
to colocación á los que les sigan en orden de anti­
güedad.

Art. 27. Las obligaciones de segunda enseñan­
za y de Escuelas normales cuyo pago encomendó 
al Estado el art. 7.° de la ley de Presupuestos de 
29 de Junio de 1887 á calidad de reintegro, que­
dan definitivamente reconocidas como obligaciones 
del Estado.

La Hacienda se incautará de los bienes é inscrip­
ciones intransferibles de la Deuda pertenecientes á I

los Institutos, y procederá á su venta, previa con­
versión dé las inscripciones en títulos al portador.

Al efecto se examinarán las fundaciones deque 
procedan los bienes ó las inscripciones dadas en su 
equivalencia, y su incautación quedará sometida á 
las disposiciones del Código civil relativas á funda­
ciones de bienes con destino á la enseñanza.

Las asignaciones que para dichas obligaciones 
satisfacen los Ayuntamientos por cuenta de las Di­
putaciones provinciales, conforme á lo dispuesto en 
en art. 8.° de la ley antes citada, las satisfarán en 
lo sucesivo las Diputaciones provinciales, é ingre­
sarán en el Tesoro como recurso del presupuesto.

Art. 28. La contabilidad de los Ministerios de 
Guerra y Marina se ajustará en adelante á los si­
guientes preceptos:

/I. Cada Ministro dispondrá los gastos propios 
de su Departamento, dentro del importe de los cré­
ditos autorizados por las Cortes y con arreglo á las 
disposiciones de las leyes de Contabilidad de 25 de 
Jumo de 1870 y 25 de Junio de 1880.

L. Si la índole de los servicios exige que su 
ejecución dure más tiempo del que comprende el 
período del presupuesto, el gasto se autorizará por 
Real decreto acordado en Consejo de Ministros, 
oyendo al de Estado en pleno. A este efecto, el Mi­
nistro que proponga este gasto comunicará su pro­
posición al de Hacienda, el cual omitirá dictamen 
para el Consejo de Ministros antes de que éste re­
suelva sobre el asunto.

6. Lós Ministros de Guerra y Marina propon­
drán al de Hacienda el nombramiento de Ordenado­
res de pagos é Interventores de sus respectivos De­
partamentos, que han de recaer en funcionarios 
pertenecientes á los Cuerpos de Administración mi­
litar y Contabilidad de la Armada, los cuales ejer­
cerán sus cargos con sujeción á lo que dispongan 
los reglamentos vigentes ó los que se hagan en 
virtud de la presente ley.

, L1 servicio de estas Ordenaciones se desempeña­
rá con sujeción al reglamento que forme el Minis­
tro de Hacienda dentro necesariamente de este ejer­
cicio, y para cuya redacci n se oirá á los Cuerpos 
administrativos del Ejército y Armada.

, I)., La intervención general de todos los servi­
cios civiles y militares se centralizará en la Inter­
vención general de la Administración del Estado.

E. El Ministerio de Hacienda expedirá las dis­
posiciones convenientes para qne á la brevedad po­
sible, y á más tardar durante el año económico de 
1890-91, se establezcan reglas y prácticas de con­
tabilidad, con sujeción á las cuales conste en todo 
momento la situación de cada uno de los créditos 
concedidos por las leyes de Presupuestos ú otras 
especiales, y los Ordenadores é Interventores de 
pagos de todos los Departamentos ministeriales in­
currirán de un modo ineludible en las responsabi­
lidades que por las leyes de 25 de Junio de 1870 v 
25 de Junio de 1880 les corresponden, en todos los 
casos en que los gastos excedan de los límites le­
galmente fijados.

En ningún caso se expedirá mandamiento de pa­
go sin previa consignación de fondos, quedando los 
Interventores ó Contadores obligados al reintegro 
de las cantidades satisfechas sin este requisito.
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Art. 29. Se autoriza al Gobierno para concer­
tar con la Sociedad arrendataria del monopolio de 
la fabricación y venta del tabaco la expendición y 
custodia de los documentos timbrados en las ofici­
nas subalternas que dicha Sociedad tenga en loca­
lidades distintas de las en que se hallen las Dele­
gaciones y Administraciones subalternas de Ha­
cienda.

Art. 30. Los productos de las publicaciones que 
se editen por cuenta del Estado, ya sean Boleitues 
oUciales, Colecciones legislalioasy libros, mapas, 
estadísticas ú obras científicas, cualquiera que sea 
la forma en que aquéllos se recauden, ingresarán 
en el Tesoro público.

Art. 31. Queda autorizado el Ministro de Esta­
do para abonar á los herederos de D. Juan Fernán­
dez Nieto el crédito reconocido á dicho señor con­
tra la Obra pía de los Santos Lugares de Jerusalén 
por la suma de 133.942 pesetas, descontando dicha 
cantidad de las que tenga que entregar el Tesoro á 
la Obra pía por cuenta de su capital ó de las ren­
tas del mismo en la primera liquidación que con 
este objeto se verifique.

Art. 32. El Ministro de Marina aplicará á la 
limpia de los caños del arsenal de la Carraca en el 
ejercicio de 1890 á 1891, con cargo al presupuesto 
extraordinario de dicho Ministerio, las cantidades 
necesarias para elevar como mínimum á 400 000 
pesetas la cifra de 125 000 destinada al propio ob­
jeto en el cap. 12, artículo único, de la Sección 
5.a del presupuesto de gastos.

Art. 33. Se autoriza al Ministro de Hacienda 
para condonar á los Ayuntamientos de la provincia 
de Lugo el equivalente del impuesto sobre la sal, 
á razón de 25 céntimos de peseta por habitante, 
que dejó de incluirse oportunamente en los cupos 
de consumos correspondientes á los anos económi­
cos de 1888 á 1889 y 1889 á 1890.

Art. 34. Si en el año económico de 1890 á 1891 
excediera el producto de la venta de material de 
guerra de los 7 millones de pesetas, consignados 
como probables en el presupuesto de ingresos, se 
entenderán ampliados los créditos legislativos de la 
Sección 4.a, capítulos 19 y 20, «Material de Arti­
llería y de Ingenieros», en una cantidad igual al 
exceso, distribuida entre ambos servicios en la pro­
porción que el Gobierno considere necesaria.

Art. 35. El Gobierno queda autorizado para 
arrendar la recaudación del impuesto de cédulas 
personales.

Este arrendamiento se hará por tres años, sepa­
radamente para cada provincia, y bajo el tipo mí­
nimo de 75 céntimos de peseta por habitante.

A fin de preparar el arrendamiento, el reparto 
y cobranza de las cédulas personales podrá tener 
lugar en el tercer trimestre del ejercicio corriente 
hasta cuya época se entenderán válidas las del 
ejercicio actual.

Art. 36. Se autoriza igualmente al Gobierno 
para introducir en el presupuesto de gastos las eco­
nomías que sean compatibles con el mantenimiento 
de los servicios públicos, entendiéndose que no po­
drá aumentar los sueldos ni las plantillas del perso­
nal.

Podrá en cambio:
l .° Reducir en lo posible, de acuerdo con la 

Santa Sede, el presupuesto de «Obligaciones ecle­
siásticas», é introducir en él cuantas economías es­
time oportunas y dependan de sus facultades.

2 .° Aplicar á los Oficiales particulares de los 
Ejércitos de mar y tierra el sistema de amortización 
que hoy rige para el Estado Mayor general, en 
cuanto la organización de la fuerza pública lo per­
mita.

3 .° Aplicar el mismo procedimiento, ú otro más 
rápido, á las plantillas de las Secretarias y Centros 
directivos de los Ministerios de Fomento, Gracia 
y Justicia, Gobernación y Hacienda, hasta dejarlas 
reducidas en un 20 por 100, aplicando un criterio 
análogo en cuanto sea posible á las dependencias 
administrativas de las provincias.

Art. 37. Durante el próximo ejercicio de 1890 á 
1891, el Gobierno preparará la construcción de edifi­
cios, en los cuales se reunan, tanto en Madrid como 
en provincias, las oficinas de los diferentes Minis­
terios civiles que hoy ocupan locales arrendados se­
paradamente. Al efecto, la Presidencia del Con­
sejo de Ministros, con presencia de los datos de 
cada uno de dichos Ministerios, determinará las 
dependencias que en cada localidad deban re­
unirse, y mandará formar los planos que hayan 
de servir de tipos para las futuras oficinas. Una 
vez aprobados, se sacará á concurso la construc­
ción de los edificios, siendo condición precisa la 
de pagarse el precio convenido en anualidades; es­
tas anualidades no excederán de la cantidad total 
que hoy satisface por el arrendamiento de los di­
versos edificios que han de ser sustituidos por las 
nuevas construcciones, ni empezarán á pagarse 
hasta que se entreguen los edificios.

Si alguna Diputación provincial ó Municipio, al 
construir sus propias oficinas ofreciese local nece­
sario para las del Estado, el Gobierno podrá hacer 
al efecto un convenio especial, siempre.sobre la ba­
se de satisfacer el importe de las obras por anuali­
dades en los mismos términos que queda dicho en 
el párrafo anterior, y de conservar en el edificio la 
parte de propiedad correspondiente á las cantidades 
con que haya contribuido á su edificación.

Art. 38. Se autoriza al Gobierno para que, en 
vista del resultado de la información que se está 
practicando, pueda revisar los Aranceles de Adua­
nas, modificando las disposiciones vigentes en lo 
que convenga á los intereses nacionales.

Art. 39. Los contribuyentes cuyós débitos se 
hagan efectivos por medio de la adjudicación de 
fincas al Estado, podrán retraerlas dentro del tér­
mino de un año, contado desde el día siguiente la 
de la adjudicación.

El mismo derecho podrán ejercitar los contribu­
yentes cuyos débitos se hayan hecho efectivos por 
el medio indicado dentro del término de un ano, 
que se contará desde el día siguiente al de la pro­
mulgación de esta ley. El derecho especial para 
ejercitar este retracto es transmisible á los herede­
ros ó causahabientes de los interesados; pero ni 
unos ni otros podrán hacerlo valer contra los ter­
ceros compradores que hayan adquirido las fincas 
en subasta pública mediante las formalidades pres­
critas por la ley y las instrucciones de Hacienda. 
En todos los casos, el retracto que se concede im­
plica la obligación de pagar el principal débito, las 
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costas de la ejecución y el interés correspondiente 
á ¡a demora, á razón del 6 por 100 anual.

Art. 40. Se autoriza al Gobierno para reservar 
exclusivamente á los Ayuntamientos los servicios 
de alquiler de pesas y medidas y los de almotacenía 
y repeso, incluidos entre los de la regla 2.a del ar­
tículo 137 de la ley Municipal vigente. Será obli­
gatorio el uso del sistema métrico decimal.

La fabricación de pesas y medidas será libre: pero 
éstas se ajustarán exactamente á ios patrones adop­
tados por el Instituto Geográfico y Estadístico, el 
cual revisará, contrastará y marcará todas las pe­
sas y medidas que hayan de tener carácter legal.

Interin se apruebe una ley para regular este arbi­
trio, el Gobierno dictará las reglas provisionales ne­
cesarias para su aplicación práctica é inmediata, fi­
jando los límites de las tarifas, sea para el alquiler 
de los instrumentos de pesar y de medir, sea para 
el precio de la unidad de las medidas en las tran­
sacciones y operaciones á que sea aplicable.

El Estado tendrá la participación del 10 por 100 
de los productos líquidos de este arbitrio.

Art. 41. Se fija en la cuarta parte del tolal im­
porte del presupuesto de gastos el máximum de deu­
da flotante que podrá el Tesoro contraer en el año 
económico de 1890-91 para cubrir sus obligaciones. 
Sólo en los casos de guerra ó de grave alteración 
del orden público podrá el Gobierno, sin autoriza­
ción especial, traspasar el límite fijado para allegar 
recursos en este concepto.

Por tanto:
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Je­

fes, Gobernadores y demás Autoridades, así civiles 
como militares y eclesiástisas, de cualquier clase y 
dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y 
ejecutar la presente ley en todas sus partes.

Dado en Palacio á veintinueve de Junio de mil 
ochocientos noventa.—Yo la Reina Regente.—-El 
Ministro de Hacienda, Manuel de Eguilior.

(Gaceta 30 Junio 1890).

SECCIÓN QUINTA.
TRIBUNAL DE OPOSICIONES

á una plaza de Profesor clínico, DacdtiU en esta 
Facultad de Medicina.

El día 4 de Octubre, á las cuatro de la tarde y 
cátedra uúm. 4, se constituirá este Tribunal para 
dar principio á las mencionadas oposiciones.

Lo que se hace saber para conocimiento de los 
interesados y del público.

Zaragoza 26 de Septiembre de 1890.—El Presi­
dente, Raimundo García Quintero.

SECCIÓN SEXTA.
La plaza de Inspector de carnes de este pueblo se 

halla vacante por traslado del que la desempeñaba: 
su dotación consiste en 90 pesetas anuales, satisfe­
chas por trimestres vencidos del presupuesto muni­
cipal, y las igualas con los vecinos labradores. Exis­
ten en este pueblo 105 caballerías mayores y 100 
menores próx i m a mente.

Los aspirantes dirigirán sus solicitudes á esta Al­
caldía hasta el día 4 de Octubre próximo, en que se 
proveerá.

, Moros 24 de Septiembre de 1890.—El Alcalde 
ejerciente, Domingo Ibáñez.

SECCIÓN SÉPTIMA
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

Tarazona.
Por el presente, y en virtud de providencia del 

Sr. Juez de primera instancia de esta ciudad y su 
partido, dictada con esta fecha, en los autos eje­
cutivos que en concepto de pobre, por ahora, sigue 
en este Juzgado D. Mariano Pantaleón José Gálle- 
go, vecino de Zaragoza, contra D.“ Rosalía Jiménez 
y otros, sobre pago de 3.214 pesetas é intereses, se 
requiere á D. César, 1). Prisco y D. Fidencio Sanz 
y Jiménez y I). Silverio Mata, como padre de doña 
Elvira Mata y Sanz, para que paguen al D. Panta­
león cuatro sextas partes de la citada cantidad, y se 
les cita de remate, concediéndoles el término" de 
nueve días para que se personen en los autos y 
se opongan á la ejecución, si les conviniere, hacién­
dose presente que se ha practicado el embargo sin el 
previo requerimiento de pago por ignorarse su pa­
radero.

Tarazona 23 de Septiembre de 1890.—V.° B.°— 
Rafael Perena.—El actuario, Santos Serrano.

JUZGADOS MUNICIPALES.

Murero.
D. Francisco López, Secretario del Juzgado muni­

cipal de Murero:
Certifico: Que en los autos de juicio verbal civil, 

sobre reclamación de pesetas, intentados por D. Fe­
lipe Guilién Peinado, vecino de dicho pueblo, con­
tra D.a María García Guerrero, domiciliada en Za­
ragoza, plaza de la Libertad, núm. 2, en los que 
acusó la rebeldía á la demandada, se dictó por el 
Sr. Juez municipal del referido pueblo, el día 19 
del mes actual, la sentencia definitiva cuya parte 
dispositiva es como sigue:

Fallo-. Que debía declarar rebelde en este juicio 
á la demandada D.a María García Guerrero, y en su 
consecuencia condenarle á que en término de 10 
días pague al demandante D. Felipe Guilién Peina­
do las 200 pesetas que le reclama, y al pago de to­
das las costas causadas y que causaren en este 
juicio hasta su total solvencia, bajo apercibimiento 
de apremio. Y por esta mi sentencia, definitivamen­
te juzgando, que se notificará al demandante, y por 
lo que hace á la demandada, hágase en los estra­
dos del Juzgado.

Y para su inserción en el Bo l e t ín  Of ic ia l  de la 
provincia, cumpliendo con lo preceptuado en el ar­
tículo 283 de la ley de Enjuiciamiento civil, y con 
el V.° B.° del Sr. Juez municipal, doy y firmo el 
presente certificado, en Murero á 20 cíe Septiembre 
de 1890.—V." B.°—El Juez municipal, Manuel 
Vázquez.—Francisco López, Secretario.

IMPRENTA DEL HOSPICIO.


